
Opinión

El Chile Day es un evento bianual, organizado 
por InBest Chile, que tiene como objetivo promo-
ver y posicionar a Chile como destino de inversión. 
Se celebra en ciudades internacionales como París, 
Londres, Toronto, y la más recientemente por estos 
días, en Nueva York. El objetivo principal es atraer 
inversiones extranjeras y fortalecer las relaciones 
económicas y financieras con otros países. Para la 
mayoría de los economistas esto sería como el even-
to ideal, junto a los mayores inversores del mundo… 
“la créme de la créme”, pero para quienes vemos el 
mundo desde la realidad del obrero y trabajador 
asalariado, esto solo es rendirle pleitesía y ceder so-
beranía en las decisiones que deberíamos tomar solo 
los(as) chilenos(as), sobre todo en recursos naturales 
y los fondos de pensiones de los trabajadores.

Como “botón de muestra”, le puedo contar que 
los temas más importantes del primer día del Chile 
Day en el mismísimo corazón del neoliberalismo 
individualista, fueron el nuevo régimen de inver-
sión de los fondos de pensiones y la permisología. 
Puedo estar de acuerdo en que se requiere perfec-
cionar el sistema de acceso a permisos sectoriales 
y que se requiere un mayor dinamismo del Estado 
al momento de recibir una carpeta de una inversión 
privada, pero eso no significa por ningún motivo 
un cheque en blanco para que empresas extranje-
ras vengan a territorio nacional a devastar nuestro 
ecosistema, depredar nuestros recursos naturales 
sin ninguna fiscalización, y que crean que pueden 
hacer lo que quieran. 

Ahora bien, donde tengo las mayores aprehen-
siones es en la “facilidad” y soltura de cuerpo con 
que los gerentes de ciertas AFP ś le recomiendan al 
Estado chileno cómo llevar adelante la política pú-
blica de la seguridad social.

En el panel denominado “El nuevo régimen de 
inversión para los fondos de pensiones chilenos: 
desafíos y oportunidades”, el CEO de AFP Habitat, 
Alejandro Bezanilla pasó su mensaje: si bien exis-
te una oportunidad para ejecutar bien la puesta en 
marcha, advirtió una serie de riesgos que podrían 
llevar a resultados negativos… como si la industria 
de las AFP ś no le hubiese hecho perder millones 
de pesos a millones de chilenos en sus cuentas de 
capitalización individual…

Entre las preocupaciones de Bezanilla, está que 
la autoridad, que tiene el reto de definir el bench-
mark, “tiene una tarea bastante ingrata, que es ser el 
responsable de todos los malos resultados que ocu-
rran cuando hay una crisis, (algo) que va a ocurrir”. 
Una nota de alerta, a juicio de Bezanilla, es que el 
incentivo es a ser conservador en materia de inver-
siones “para no ser responsable de esas pérdidas”. 
Además, el ejecutivo de la administradora insistió 
en el riesgo que ve en la licitación del stock, medida 
que, a su juicio, va en el sentido contrario de mirar 
las pensiones en el largo plazo.

Después de estas declaraciones, puedo decir con 
toda convicción que no conozco personaje más ca-
radura que Bezanilla… ¿los malos resultados van 
a ser responsabilidad del Gobierno?, ¿y no de ellos 
como es la realidad?, y ¿la licitación pública de stock 
no conviene?, cuando es el mecanismo más trans-
parente. ¡Increíblemente carepalo!

Los beneficios sociales para los trabajado-
res en Chile y el mundo tienen manchas de 
sangre. Los trabajadoresreclamando dere-
chos básicos en los años 1800 y 1900, fueron 
reprimidos con violencia, quedando huellas 
imborrables de varias matanzas que son par-
te de la historia sucia de la humanidad.

La esclavitud en Chile terminó el 24/07/1823, 
sumándose los esclavos a la masa de traba-
jadores de un país joven, gobernado por la 
elite dueña de las riquezas. De esa época debe 
provenir el concepto de “patrón de fundo”, 
el dueño de un predio que hacía y deshacía 
con sus trabajadores, por su puesto, con sus 
excepciones.

¿Qué haría el patrón con su trabajador más 
productivo cuando estaba enfermo y necesi-
taba reposo? ¿Lo presionaría a trabajar? ¿Lo 
dejaría descansar, pero le descontaba de su 
sueldo los días no trabajados?

Doña Javiera Cornejo en su memoria pu-
blicada en el repositorio de la Universidad de 
Chile de 2009, nos habla de la historia, uso, 
abuso y fraudes del sistema de licencias mé-
dicas. Allí nos ilustra que el 08/09/1924, con 
la Ley 4.054, se creó el seguro obrero obliga-
torio, en donde el trabajador perdía 5 días de 
su sueldo, y su subsidio disminuía según pa-
saban las semanas. Mientras más enfermo, 
menos pago de subsidio. Los solteros estaban 
perdidos ya que no cumplían el requisito de 
tener una familia a su cargo. No trabajan, no 
hay sueldo ni subsidio.

¿Cuántos casos conocemos de personas 
con enfermedades reales, acompañadas del 
correspondiente dolor y sus subsidios por 
licencia médica no son cancelados? Ellos 
son cuestionados por el Compin o la Isapre, 
desacreditando lo que dice un médico, impor-
tándole un comino el daño al trabajadory su 
grupo familiar.

Pero sus controles no operan para 25.078 
sinvergüenzas que trabajan en servicio pú-
blico y salen al extranjero usufructuando de 
licencias médicas. ¿Quién va a darse cuenta? 
Complicidad de la Suseso; Compin, Fonasa y 
en su oportunidad las lloronas Isapres, quie-
nes debían tener implementando el mismo 
control cruzado sobre los trabajadores con 
licencia médica. ¿Saldrán del país?  Y los di-
rectores de servicios públicos son igual de 
cómplices ya que, dentro de las cuatro pare-
des de su institución, se sabe que funcionario 
anduvo de paseo en playas caribeñas, el viejo 
mundo, Miami u otro destino, ya que llegan 
pavoneándose de su hazaña, financiada con 
los recursos de todos los chilenos, contándolo 
como una pillería. como si fuera una gracia. 

Estos vivarachos se burlan de los mártires 
que lucharon por beneficios para los traba-
jadores, se burlan de la señora que con su 
PGU paga impuestos, para cubrir el sueldo 
y su subsidio de los funcionarios públicos, 
se burlan de las instituciones de control que 
molestan a los honestos, mientras 25.078 fun-
cionarios públicos se rieron en su cara. Este 
es el momento de hacer justicia, sin apoyo 
del gremio, porque las Asociaciones repre-
sentan a los funcionarios, pero no deben 
representar ni dejarse instrumentalizar por 
sinvergüenzas.

La política, lamentablemente, se ha visto una y 
otra vez empañada por casos de corrupción y mal 
uso de fondos públicos. Esta realidad, que atravie-
sa a todos los sectores políticos, ha ido erosionando 
sostenidamente la confianza ciudadana. Lo que de-
bería ser una herramienta para construir bienestar 
colectivo se ha transformado, muchas veces, en mo-
tivo de desconfianza y decepción. Esta situación ha 
golpeado con fuerza la credibilidad de las institucio-
nes y ha contribuido al desprestigio de la democracia 
como sistema de representación.

Durante la campaña, muchos planteamos con 
claridad que uno de los principales desafíos era pre-
cisamente recuperar esa confianza. Para lograrlo, 
asumimos el compromiso de ejercer con responsa-
bilidad el rol fiscalizador que la ley entrega a los 
consejeros regionales. Esa promesa no podía que-
darse solo en el discurso. Y no lo hizo.

En la última sesión del Consejo Regional, rea-
lizada el lunes, se aprobó por unanimidad —sin 
distinción de partidos ni colores políticos— la 
realización de una auditoría externa al Gobierno 
Regional. Esta decisión representa un paso concre-
to y necesario para verificar el correcto uso de los 
recursos públicos, y responde a una demanda le-
gítima de la ciudadanía: saber en qué, cómo y con 
qué impacto se están utilizando los fondos que 
les pertenecen.

Durante esa misma sesión, propuse que esta au-
ditoría no se entienda como una medida excepcional 
ni como respuesta puntual a eventuales sospechas. 
Lo que planteé fue que se institucionalice y se realice 
todos los años, como una herramienta preventi-
va que permita monitorear de forma permanente 
la gestión presupuestaria del Gobierno Regional. 
Porque fiscalizar no debe ser solo una reacción, 
sino una práctica continua que proteja el uso efi-
ciente y ético de los recursos desde el inicio.

Esta propuesta está en sintonía con lo que la 
ciudadanía espera de sus autoridades: coherencia 
entre lo que se promete y lo que se hace. Fiscalizar 
no significa entorpecer. Por el contrario, implica 
garantizar que las decisiones se tomen con trans-
parencia, que los fondos lleguen efectivamente a 
quienes más lo necesitan, y que el desarrollo re-
gional no se vea afectado por malas prácticas o 
falta de control.

Recuperar la confianza no es tarea fácil ni de 
corto plazo. Pero sí es posible si se actúa con se-
ñales claras, con decisiones responsables y con 
el compromiso real de no mirar hacia el lado. La 
auditoría aprobada, y su posible carácter anual, 
representa un avance concreto en ese camino. Un 
gesto que busca mostrar que no estamos disponi-
bles para tolerar opacidad ni irregularidades en la 
gestión pública.

La política debe volver a estar al servicio de las 
personas, no de intereses particulares. Solo así po-
dremos transformar la desconfianza en participación, 
el descontento en organización y la distancia en diá-
logo. La fiscalización es una herramienta clave, pero 
lo verdaderamente importante es tener la voluntad 
de usarla de forma responsable y sostenida, cada vez 
que sea necesario, para avanzar hacia una gestión 
pública más honesta, eficiente y humana.
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